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 Oficio Nro. MTDH-CGGDAU-2026-0017-O

Quito, D.M., 30 de septiembre de 2026

Asunto: Publicación Acuerdo Interministerial Nro. MTDH-MSP-AI-2026-001, en el Registro Oficial - JCLD

 

 

Señora Abogada

Martha Jaqueline Vargas Camacho

REGISTRO OFICIAL DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR
En su Despacho 

 

 

De mi consideración: 

 

En atención al Memorando Nro. MTDH-SN-2026-0265-M, de fecha 29 de septiembre de 2026, suscrito por el

Mgs. José Augusto García Díaz, Subsecretario de Normativa, que en su parte pertinente indica:  “(…) En

atención al Memorando Nro. MTDH-CGGDAU-2026-0076-M, de 29 de septiembre de 2026, mediante el cual

se informa que el Registro Oficial no procesó la documentación remitida a través del Sistema SACC, signada

con el número CCE-EXT-RO-2026-5668, debido a que el Acuerdo Interministerial remitido no contenía la

fecha de emisión del acto, me permito informar lo siguiente:   

 

Una vez realizada la verificación correspondiente y mantenido contacto con la Dirección del Registro Oficial,

se indicó que, para proceder con la recepción y posterior publicación del instrumento, es necesario remitir

nuevamente la solicitud, incorporando expresamente la fecha de emisión del Acuerdo Interministerial.   

 

En tal virtud, para efectos de la nueva solicitud de publicación en el Registro Oficial, deberá incorporarse el

siguiente texto:   

 

“El Acuerdo Interministerial Nro. MTDH-MSP-AI-2026-001 fue emitido y firmado en el Distrito Metropolitano

de Quito, el 24 de septiembre de 2026 …” 

  

Para el efecto, se adjunta el documento citado anteriormente, debidamente suscrito por la señora Ex Ministra de

Trabajo, Mgs. Cynthia Natalie Gellibert Mora.    

  

Con sentimientos de distinguida consideración. 

 

Atentamente, 

 

 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Andrea Carolina Ortiz Palma

COORDINADORA GENERAL DE GESTIÓN DOCUMENTAL Y ATENCIÓN AL USUARIO  

Referencias: 
- MTDH-SN-2026-0265-M 

Anexos: 

- acuerdo_ministerial_202605354460017903519390882176001790699583.pdf

Copia: 
Señora Magíster

María Luisa Cruz Riofrío

Viceministra de Pueblos y Nacionalidades
 

Señora Especialista

Sharian Natasha Moreno Guerrero

Viceministra de Trabajo y Empleo, Encargada
 

Señor Magíster
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* Documento firmado electrónicamente por Quipux 
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 Oficio Nro. MTDH-CGGDAU-2026-0017-O

Quito, D.M., 30 de septiembre de 2026

Carlos José Rivadeneira Hidalgo

Viceministro del Servicio Publico, Encargado
 

Señor Licenciado

Daniel Alexander García Guevara

Viceministro Estratégico
 

Señor Magíster

Daniel Alfonso Rivadeneira Merino

Viceministro de Desarrollo Social
 

Señor Magíster

Manuel Alejandro Muñoz Cervantes

Viceministro de Desarrollo Económico
 

Señor Ingeniero

John Hernán Bastidas Corrales

Subsecretario de Calidad del Servicio Público
 

Señor Magíster

José Augusto García Díaz

Subsecretario de Normativa
 

Señor Especialista

Francisco Alberto Ticina Navarro

Coordinador General de Asesoría Jurídica
 

Señor Especialista

Francisco Daniel Barba Acosta

Coordinador General Administrativo Financiero, Encargado
 

Señor Magíster

Carlos Alberto Robles González

Director de Asesoría Jurídica
 

Señora Licenciada

Anita Maribel Rivera Gómez

Directora de Gestión Documental y Archivo
 

Señor Ingeniero

Fernando Xavier Ramírez Yépez

Experto de Gestión Documental y Archivo
 

Señor Tecnólogo

Juan Carlos Lasso Díaz

Analista Junior de Gestión Documental y Archivo

jl/fr/ar

2/2
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

ANDREA CAROLINA 
ORTIZ PALMA
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Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Trabajo y Desarrollo Humano  

ACUERDO INTERMINISTERIAL Nro. MTDH-MSP-AI-2026-001 
 

Juan Carlos Aveiga Parra  
MINISTRO DE SALUD PÚBLICA 

 
Y 
 

Cynthia Natalie Gellibert Mora 
MINISTRA DE TRABAJO Y DESARROLLO HUMANO   

 
 
 

CONSIDERANDO: 
 

Que el artículo 32 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “La salud es un 
derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, 
entre ellos el derecho al agua, la alimentación, la educación, la cultura física, el trabajo, la 
seguridad social, los ambientes sanos y otros que sustentan el buen vivir. El Estado garantizará 
este derecho mediante políticas económicas, sociales, culturales, educativas y ambientales; y el 
acceso permanente, oportuno y sin exclusión a programas, acciones y servicios de promoción y 
atención integral de salud, salud sexual y salud reproductiva. La prestación de los servicios de 
salud se regirá por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, interculturalidad, 
calidad, eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque de género y generacional.”; 

Que el artículo 33 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “El trabajo es un 
derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base de la 
economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, 
una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo 
saludable y libremente escogido o aceptado”; 

Que el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “A las ministras y 
ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. 
Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y 
resoluciones administrativas que requiera su gestión. (…)”; 

Que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “Las instituciones 
del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas 
que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades 
que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones 
para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”; 

Que los numerales 5 y 6 del artículo 326 de la Constitución de la República del Ecuador 
respecto a los principios que sustentan el derecho al trabajo determinan: “(…) 5. Toda persona 
tendrá derecho a desarrollar sus labores en un ambiente adecuado y propicio, que garantice su 
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Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Trabajo y Desarrollo Humano  

salud, integridad, seguridad, higiene y bienestar”; “6. Toda persona rehabilitada después de 
un accidente de trabajo o enfermedad tendrá derecho a ser reintegrada al trabajo y a mantener 
la relación laboral, de acuerdo con la ley”; 

Que el artículo 358 de la Constitución de la República establece: “El sistema nacional de salud 
tendrá por finalidad el desarrollo, protección y recuperación de las capacidades y 
potencialidades para una vida saludable e integral, tanto individual como colectiva, y 
reconocerá la diversidad social y cultural. El sistema se guiará por los principios generales del 
sistema nacional de inclusión y equidad social, y por los de bioética, suficiencia e 
interculturalidad, con enfoque de género y generacional”; 

Que el artículo 361 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: “El Estado ejercerá 
la rectoría del sistema a través de la autoridad sanitaria nacional, será responsable de 
formular la política nacional de salud, y normará, regulará y controlará todas las actividades 
relacionadas con la salud, así como el funcionamiento de las entidades del sector”; 

Que el artículo 369 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “El seguro 
universal obligatorio cubrirá las contingencias de enfermedad, maternidad, paternidad, riesgos 
de trabajo, cesantía, desempleo, vejez, invalidez, discapacidad, muerte y aquellas que defina la 
ley. Las prestaciones de salud de las contingencias de enfermedad y maternidad se brindarán a 
través de la red pública integral de salud”; 

Que el Estado ecuatoriano ha ratificado los Convenios 24, 29, 45, 77, 78, 81, 103, 113, 115, 
119, 120, 121, 123, 124, 127, 130, 136, 139, 148, 149, 152, 153, 159, 162, 189 y 190 de la 
Organización Internacional del Trabajo, comprometiéndose a adoptar medidas preventivas 
relativas a seguridad y salud en el trabajo, en cumplimiento del principio de protección de los 
trabajadores respecto de las enfermedades y de los accidentes del trabajo; 

Que la Decisión Nro. 584 del Acuerdo de Cartagena, publicada en el Suplemento del Registro 
Oficial Nro. 461 de 15 de noviembre de 2004, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones 
Exteriores del cual el Ecuador es parte, decidió adoptar el Instrumento Andino de Seguridad y 
Salud en el Trabajo, en el mismo que en su Disposición Transitoria Tercera establece: “Los 
Países Miembros se comprometen a adoptar todas las medidas que sean necesarias para dar 
aplicación a las disposiciones del presente Instrumento en sus respectivos ordenamientos 
jurídicos internos (...)”; 

Que el artículo 4 del Instrumento Andino de Seguridad y Salud en el Trabajo establece: “En el 
marco de sus Sistemas Nacionales de Seguridad y Salud en el Trabajo, los Países Miembros 
deberán propiciar el mejoramiento de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo, a fin 
de prevenir daños en la integridad física y mental de los trabajadores que sean consecuencia, 
guarden relación o sobrevengan durante el trabajo. Para el cumplimiento de tal obligación, 
cada País Miembro elaborará, pondrá en práctica y revisará periódicamente su política 
nacional de mejoramiento de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo”; 
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Que el artículo 9 del Instrumento Andino de Seguridad y Salud en el Trabajo señala: “Los 
Países Miembros desarrollarán las tecnologías de información y los sistemas de gestión en 
materia de seguridad y salud en el trabajo con miras a reducir los riesgos laborales”; 

Que el artículo 31 del Instrumento Andino de Seguridad y Salud en el Trabajo establece: “Los 
Países Miembros adoptarán las medidas necesarias para sancionar a quienes por acción u 
omisión infrinjan lo previsto por el presente instrumento y demás normas sobre prevención de 
riesgos laborales. La legislación nacional de cada País Miembro determinará la naturaleza de 
las sanciones aplicables para cada infracción, tomando en consideración, entre otros, la 
gravedad de la falta cometida, el número de personas afectadas, la gravedad de las lesiones o 
los daños producidos o que hubieran podido producirse por la ausencia o deficiencia de las 
medidas preventivas necesarias y si se trata de un caso de reincidencia”; 

Que el artículo 539 del Código de Trabajo establece: “(…) El Ministerio rector del trabajo 
ejercerá la rectoría en materia de seguridad en el trabajo y en la prevención de riesgos 
laborales y será competente para emitir normas y regulaciones a nivel nacional en la materia”; 

Que el artículo 2 de la Ley de Seguridad Social establece: “Son sujetos "obligados a solicitar la 
protección" del Seguro General Obligatorio, en calidad de afiliados, todas las personas que 
perciben ingresos por la ejecución de una obra o la prestación de un servicio físico o 
intelectual, con relación laboral o sin ella (…)”; 

Que el artículo 155 de la Ley de Seguridad Social señala: “El Seguro General de Riesgos del 
Trabajo protege al afiliado y al empleador mediante programas de prevención de los riesgos 
derivados del trabajo, y acciones de reparación de los daños derivados de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, incluida la rehabilitación física y mental y la reinserción 
laboral”; 

Que el artículo 4 de la Ley Orgánica de Salud prevé: “La autoridad sanitaria nacional es el 
Ministerio de Salud Pública, entidad a la que corresponde el ejercicio de las funciones de 
rectoría en salud; así como la responsabilidad de la aplicación, control y vigilancia del 
cumplimiento de esta Ley; y, las normas que dicte para su plena vigencia serán obligatorias”; 

Que el artículo 5 de la Ley Orgánica de Salud cita: “La autoridad sanitaria nacional creará los 
mecanismos regulatorios necesarios para que los recursos destinados a salud provenientes del 
sector público, organismos no gubernamentales y de organismos internacionales, cuyo 
beneficiario sea el Estado o las instituciones del sector público, se orienten a la 
implementación, seguimiento y evaluación de políticas, planes, programas y proyectos, de 
conformidad con los requerimientos y las condiciones de salud de la población”; 

Que el numeral 16 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Salud establece que es responsabilidad 
del Ministerio de Salud Pública, establece: “(…) 16. Regular y vigilar, en coordinación con 
otros organismos competentes, las normas de seguridad y condiciones ambientales en las que 
desarrollan sus actividades los trabajadores, para la prevención y control de las enfermedades 
ocupacionales y reducir al mínimo los riesgos y accidentes del trabajo; (…).”; 
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Que el artículo 117 de la Ley Orgánica de Salud dispone: “La autoridad sanitaria nacional, en 
coordinación con el Ministerio de Trabajo y Empleo y el Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social, establecerá las normas de salud y seguridad en el trabajo para proteger la salud de los 
trabajadores”; 

Que el artículo 120 de la Ley Orgánica de Salud determina: “La autoridad sanitaria nacional, 
en coordinación con el Ministerio del Trabajo y Empleo y el Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social, vigilará y controlará las condiciones de trabajo, de manera que no resulten nocivas o 
insalubres durante los períodos de embarazo y lactancia de las mujeres trabajadoras. Los 
empleadores tienen la obligación de cumplir las normas y adecuar las actividades laborales de 
las mujeres embarazadas y en período de lactancia”; 

Que el artículo 17 de la Ley Orgánica de Salud Mental cita: “La Autoridad Sanitaria Nacional 
en su calidad de rector del Sistema Nacional de Salud tendrá la competencia para la 
formulación, emisión, evaluación y control de la política pública de salud mental, que será de 
aplicación obligatoria para todas las entidades públicas y privadas que brinden servicios en 
esta materia y para las entidades competentes que ejerzan actividades determinantes para la 
salud mental”; 
 
Que los literales c, l y m del artículo 23 de la Ley Orgánica del Servicio Público cita: “Derechos 
de las servidoras y los servidores públicos.- Son derechos irrenunciables de las servidoras y 
servidores públicos:(…) c) Gozar de prestaciones legales y de jubilación de conformidad con la 
Ley; (…) l) Desarrollar sus labores en un entorno adecuado y propicio, que garantice su salud, 
integridad, seguridad, higiene y bienestar;(…) m) Reintegrarse a sus funciones después de un 
accidente de trabajo o enfermedad, contemplando el período de recuperación necesaria, según 
prescripción médica debidamente certificada;” 

Que el artículo 228 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Servicio Público señala: “Las 
instituciones asegurarán a las y los servidores públicos el derecho a prestar sus servicios en un 
ambiente adecuado y propicio, que garantice su salud ocupacional, comprendida ésta como la 
protección y el mejoramiento de la salud física, mental, social y espiritual, para lo cual el 
Estado a través de las máximas autoridades de las instituciones estatales, desarrollando 
programas integrales. Para este fin las instituciones contemplarán en sus respectivos 
presupuestos los recursos materiales y financieros necesarios. Por su parte las y los servidores 
públicos deben cumplir con las acciones de prevención y protección previstas y los programas 
que se establezcan”; 

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 255, de 2 de mayo de 2024, el Presidente de la República 
del Ecuador, expidió el Reglamento de Seguridad y Salud en el Trabajo, cuyo artículo 4 señala 
“La Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo tiene como finalidad promover e 
impulsar un ambiente de trabajo seguro y saludable en los centros y/o lugares de trabajo a 
nivel nacional; el ente rector de trabajo y la autoridad sanitaria nacional, en el ámbito de sus 
competencias, emitirán la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, la misma que 
se desarrollará conforme la normativa vigente para el efecto”, y el artículo 5 establece: “La 
construcción y desarrollo de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, deberá 
sustentarse con base en los principios de acción preventiva; para el efecto, esta política se 
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basará en la identificación de peligros, evaluación y control de riesgos laborales, desarrollo de 
una cultura de prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, promoción 
de la salud en el trabajo, vigilancia y atención de la salud, información y formación en la 
materia, y los demás principios que el ente rector de trabajo y autoridad sanitaria nacional lo 
determinen.”. 

Que mediante Decreto Ejecutivo No. 446 el 10 de julio de 2026, el Presidente Constitucional de 
la República, designó al señor Juan Carlos Aveiga Parra como Ministro de Salud Pública del 
Ecuador.; 
 
Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 410 de 05 de junio de 2026, el Presidente Constitucional 
de la República del Ecuador designó a la señora Mgs. Cynthia Natalie Gellibert Mora como 
Ministra del Trabajo;  
 
Con Oficio Nro. PR-SSDP-2025-0619-O del 24 de diciembre de 2025 la Subsecretaria de 
Planificación de Presidencia remite la validación Política Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, citando de manera textual lo siguiente: “(…) conforme a la revisión realizada a la 
Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, se valida metodológicamente dicho 
instrumento, de acuerdo con lo señalado en el informe técnico adjunto. Finalmente, se solicita 
continuar con el proceso de aprobación, conforme a lo establecido en la “Guía para la 
Formulación de Política Pública”. 
 
Que el Informe Técnico Nro. MSP-DNSAT-GIST-2026-008, de 19 de mayo de 2026, e Informe 
Técnico Nro. MDT-DSTPRL-2026-007 de 13 de abril de 2026, concluyen que: “La Política 
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo” constituye un instrumento estratégico 
fundamental para el fortalecimiento del Sistema Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, 
al establecer lineamientos claros que permiten articular la acción del Estado y de los actores 
sociales en la prevención de riesgos laborales y la protección de la salud de las personas 
trabajadoras, su formulación se sustenta en evidencia científica, en un proceso participativo y 
en la validación interna y externa, lo que garantiza su pertinencia, coherencia normativa y 
viabilidad de implementación, contribuyendo a la mejora progresiva de las condiciones de 
trabajo y al fomento de entornos laborales seguros y saludables a nivel nacional.”; y 
recomiendan se: “Expida la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo” para el 
periodo 2025–2030, a fin de asegurar su implementación efectiva y sostenida, fortaleciendo la 
coordinación interinstitucional, el seguimiento de las líneas estratégicas y el cumplimiento de 
las metas e indicadores definidos; es fundamental promover la asignación de responsabilidades 
claras y la incorporación progresiva de acciones de regulación, control, capacitación y 
participación social, que permitan consolidar una cultura preventiva para garantizar la 
seguridad y protección integral de la salud de los trabajadores en todos los sectores 
productivos del país.”; y, 
 
En ejercicio de las atribuciones que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución 
de la República del Ecuador, artículo 130 del Código Orgánico Administrativo, artículo 539 del 
Código del Trabajo y el artículo 17 del Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva 
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ACUERDAN: 

 
EXPEDIR LA POLÍTICA NACIONAL DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO  

Artículo 1.- Objeto. - El presente Acuerdo tiene por objeto expedir la Política Nacional de 
Seguridad y Salud en el Trabajo (PNSST) para el periodo 2025–2030, estableciendo como 
instrumento rector para la planificación, coordinación e implementación de acciones destinadas 
a garantizar condiciones de trabajo seguras, saludables y dignas en el territorio nacional. 

Artículo 2.- Del ámbito de aplicación. - Las disposiciones de la Política Nacional de 
Seguridad y Salud en el Trabajo son de aplicación en todo el territorio nacional y de 
cumplimiento obligatorio para todos los empleadores y trabajadores de los sectores público y 
privado, incluidas las Fuerzas Armadas y las entidades de seguridad ciudadana y orden público; 
así como, los trabajadores remunerados del hogar, autónomos y aquellas sin relación de 
dependencia. 

Artículo 3.- De las entidades rectoras de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo. - El ente rector de trabajo y desarrollo humano y la autoridad sanitaria nacional, 
ejercerán la rectoría de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el trabajo, siendo 
responsables de su coordinación, articulación interinstitucional, seguimiento y evaluación de 
conformidad con sus competencias y atribuciones dispuestas en la normativa vigente. 

Artículo 4.- De las entidades corresponsales de la implementación de la Política Nacional 
de Seguridad y Salud en el Trabajo.- Las instituciones del Sistema Nacional de Seguridad 
Social, las entidades del sector público y demás organismos competentes en materia de 
seguridad y salud en el trabajo son corresponsables de la implementación de la Política Nacional 
de Seguridad y Salud en el Trabajo, y participarán en su ejecución y cumplimiento conforme a 
las responsabilidades previstas en dicho instrumento. 

Artículo 5.- Del presupuesto para la implementación de la Política. - La implementación de 
la PNSST se sujetará a la disponibilidad presupuestaria de las instituciones competentes, sin 
perjuicio de la gestión de financiamiento complementario y cooperación interinstitucional, 
nacional e internacional, de conformidad con la normativa vigente. 

DISPOSICIÓN GENERAL 
 

PRIMERA.- Los empleadores y trabajadores de los sectores público y privado, incluidas las 
Fuerzas Armadas y de las entidades de seguridad ciudadana y orden público, así como las 
personas trabajadoras remuneradas del hogar, autónomos y aquellas sin relación de 
dependencia, están obligados a obtener el certificado de aprobación del curso de la Política 
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, de conformidad con los lineamientos que emita el 
ente rector de trabajo y desarrollo humano. 
 



Sexto Suplemento Nº 381 - Registro Oficial

10 

Jueves 1 de octubre de 2026

 
 
  
 

7 
 

Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Trabajo y Desarrollo Humano  

SEGUNDA. - De la ejecución del presente Acuerdo Interministerial encárguese a la autoridad 
sanitaria nacional a través de la Subsecretaria Nacional de Promoción, Salud Intercultural e 
Igualdad o quien haga sus veces, a la Dirección Nacional de Salud Ambiental y en el Trabajo o 
quien haga sus veces y, al ente rector de trabajo y desarrollo humano a través de la 
Subsecretaría de Trabajo o quien haga sus veces, a la Dirección de Seguridad en el Trabajo y 
Prevención de Riesgos Laborales o quien haga sus veces. 
 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
 

PRIMERA.- En el plazo de tres (3) meses contados a partir de la suscripción del presente 
Acuerdo, el ente rector de trabajo y desarrollo humano y autoridad sanitaria nacional elaborarán 
el plan de implementación y seguimiento a la Política Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo 
 
SEGUNDA. -  En el plazo de tres meses contados a partir de la vigencia del presente Acuerdo, 
el ente rector de trabajo y desarrollo humano y autoridad sanitaria nacional desarrollarán el 
contenido del curso de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo. 

 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
ÚNICA. - Deróguese el Acuerdo Ministerial Nro. 0347-2019, que contiene la Política Nacional 
de Salud en el Trabajo 2019–2025, publicado en el Registro Oficial, Edición Especial Nro. 894 
de 26 de abril de 2019. 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
ÚNICA. - El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Oficial. 

 
 

Dado en Quito, Distrito Metropolitano, el   
 
 
 
 
 
         Mgs. Cynthia Natalie Gellibert Mora                                  Mgs. Juan Carlos Aveiga Parra 
MINISTRA DE TRABAJO Y DESARROLLO HUMANO        MINISTRO DE SALUD PÚBLICA     
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 RESOLUCIÓN 208-2026 

 EL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 

 CONSIDERANDO: 

 Que  el  artículo  178,  inciso  segundo  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador,  así 
 como  el  artículo  254  del  Código  Orgánico  de  la  Función  Judicial  establecen  que  el 
 Consejo  de  la  Judicatura  es  el  órgano  de  gobierno,  administración,  vigilancia  y 
 disciplina de la Función Judicial; 

 Que  el  artículo  35  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  establece:  “  Las  personas 
 adultas  mayores,  niñas,  niños  y  adolescentes,  mujeres  embarazadas,  personas  con 
 discapacidad,  personas  privadas  de  libertad  y  quienes  adolezcan  de  enfermedades 
 catastróficas  o  de  alta  complejidad,  recibirán  atención  prioritaria  y  especializada  en  los 
 ámbitos  público  y  privado.  La  misma  atención  prioritaria  recibirán  las  personas  en 
 situación  de  riesgo,  las  víctimas  de  violencia  doméstica  y  sexual,  maltrato  infantil, 
 desastres  naturales  o  antropogénicos.  El  Estado  prestará  especial  protección  a  las 
 personas en condición de doble vulnerabilidad  ”; 

 Que  el  artículo  38  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  dispone  que  el  Estado 
 establecerá  políticas  públicas  y  tomará  medidas  para:  “(…)  7.  Creación  de  regímenes 
 especiales  para  el  cumplimiento  de  medidas  privativas  de  libertad.  En  caso  de 
 condena  a  pena  privativa  de  libertad,  siempre  que  no  se  apliquen  otras  medidas 
 alternativas,  cumplirán  su  sentencia  en  centros  adecuados  para  el  efecto,  y  en  caso 
 de prisión preventiva se someterán a arresto domiciliario  ”; 

 Que  el  artículo  77  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  sobre  las  garantías 
 básicas  a  ser  observadas  en  todo  proceso  penal  que  incluya  la  privación  de  libertad, 
 dispone  que:  “(...)  1.  La  privación  de  la  libertad  no  será  la  regla  general  (…)  Las 
 medidas  no  privativas  de  libertad  se  aplicarán  de  conformidad  con  los  casos,  plazos, 
 condiciones  y  requisitos  establecidos  en  la  ley.  (…)  11.  La  jueza  o  juez  aplicará  las 
 medidas  cautelares  alternativas  a  la  privación  de  libertad  contempladas  en  la  ley.  Las 
 sanciones  alternativas  se  aplicarán  de  acuerdo  con  los  casos,  plazos,  condiciones  y 
 requisitos establecidos en la ley  ”; 

 Que  el  artículo  83  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  dispone:  “  Son  deberes  y 
 responsabilidades  de  las  ecuatorianas  y  los  ecuatorianos,  sin  perjuicio  de  otros 
 previstos  en  la  Constitución  y  la  ley:  1.  Acatar  y  cumplir  la  Constitución,  la  ley  y  las 
 decisiones legítimas de autoridad competente  (…)”; 

 Que  el  artículo  181  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  determina,  entre  otras, 
 que  son  funciones  del  Consejo  de  la  Judicatura:  “  1.  Definir  y  ejecutar  las  políticas  para 
 el  mejoramiento  y  modernización  del  sistema  judicial.  (…)  5.  Velar  por  la  transparencia 
 y eficiencia de la Función Judicial  ”; 

 Que  el  artículo  203  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  establece  como 
 directrices  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social:  “(…)  3.  Las  juezas  y  jueces 
 de  garantías  penitenciarias  asegurarán  los  derechos  de  las  personas  internas  en  el 
 cumplimiento  de  la  pena  y  decidirán  sobre  sus  modificaciones.  4.  En  los  centros  de 
 privación  de  libertad  se  tomarán  medidas  de  acción  afirmativa  para  proteger  los 
 derechos de las personas pertenecientes a los grupos de atención prioritaria  (…)”; 

 Página  1  de  15 



Sexto Suplemento Nº 381 - Registro Oficial

14 

Jueves 1 de octubre de 2026

 208-2026 

 Que  el  artículo  436  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  establece:  “  La  Corte 
 Constitucional  ejercerá,  además  de  las  que  le  confiera  la  ley,  las  siguientes 
 atribuciones:  1.  Ser  la  máxima  instancia  de  interpretación  de  la  Constitución,  de  los 
 tratados  internacionales  de  derechos  humanos  ratificados  por  el  Estado  ecuatoriano,  a 
 través  de  sus  dictámenes  y  sentencias.  Sus  decisiones  tendrán  carácter  vinculante 
 (…)”; 

 Que  los  Principios  y  Buenas  Prácticas  sobre  la  Protección  de  las  Personas  Privadas  de 
 Libertad  en  las  Américas,  adoptados  por  la  Corte  Interamericana  de  Derechos 
 Humanos  durante  el  131º  período  ordinario  de  sesiones,  celebrado  en  marzo  de  2008, 
 dentro  del  Principio  III  acerca  de  la  Libertad  Personal,  en  el  numeral  4  determinan  las 
 medidas  alternativas  o  sustitutivas  a  la  privación  de  libertad  y  recomiendan  a  los 
 Estados  miembros  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos:  “(…)  incorporar, 
 por  disposición  de  la  ley,  una  serie  de  medidas  alternativas  o  sustitutivas  a  la  privación 
 de  libertad,  en  cuya  aplicación  se  deberán  tomar  en  cuenta  los  estándares 
 internacionales  sobre  derechos  humanos  en  esta  materia.  Al  aplicarse  las  medidas 
 alternativas  o  sustitutivas  a  la  privación  de  libertad,  los  Estados  Miembros  deberán 
 promover  la  participación  de  la  sociedad  y  de  la  familia,  a  fin  de  complementar  la 
 intervención  del  Estado,  y  deberán  proveer  los  recursos  necesarios  y  apropiados  para 
 garantizar su disponibilidad y eficacia  ”; 

 Que  el  artículo  4,  inciso  segundo  del  Código  Orgánico  Integral  Penal  dispone:  “(…)  Las 
 personas  privadas  de  libertad  conservan  la  titularidad  de  sus  derechos  y  serán 
 tratadas  con  respeto  a  su  dignidad  como  seres  humanos,  con  las  limitaciones  propias 
 de la privación de libertad que establezca la condena y la ley  (…)”; 

 Que  el  artículo  525  del  Código  Orgánico  Integral  Penal  dispone:  “  El  control  del  arresto 
 domiciliario  estará  a  cargo  de  la  o  del  juzgador,  quien  puede  verificar  su  cumplimiento 
 a  través  de  la  Policía  Nacional  o  por  cualquier  otro  medio  que  establezca.  /  La  persona 
 procesada,  no  estará  necesariamente  sometida  a  vigilancia  policial  permanente;  esta 
 podrá  ser  reemplazada  por  vigilancia  policial  periódica  y  obligatoriamente  deberá 
 disponer el uso del dispositivo de vigilancia electrónica  ”; 

 Que  el  artículo  537  del  Código  Orgánico  Integral  Penal  prevé  la  sustitución  de  la  prisión 
 preventiva  por  las  medidas  de  arresto  domiciliario  y  uso  de  dispositivo  de  vigilancia 
 electrónica  en  casos  especiales:  “  1.  Cuando  la  procesada  es  una  mujer  embarazada  y 
 se  encuentre  hasta  en  los  noventa  días  posteriores  al  parto.  En  los  casos  de  que  la 
 hija  o  hijo  nazca  con  enfermedades  que  requieren  cuidados  especiales  de  la  madre, 
 podrá  extenderse  hasta  un  máximo  de  noventa  días  más.  /  2.  Cuando  la  persona 
 procesada  es  mayor  de  sesenta  y  cinco  años  de  edad.  /  3.  Cuando  la  persona 
 procesada  presente  una  enfermedad  incurable  en  etapa  terminal,  una  discapacidad 
 severa  o  una  enfermedad  catastrófica,  de  alta  complejidad,  rara  o  huérfana  que  no  le 
 permita  valerse  por  sí  misma,  que  se  justifique  mediante  la  presentación  de  un 
 certificado  médico  otorgado  por  la  entidad  pública  correspondiente.  /  4.  Cuando  la 
 persona  procesada  sea  miembro  activo  de  la  Policía  Nacional,  Fuerzas  Armadas  o  del 
 Cuerpo  de  Seguridad  y  Vigilancia  Penitenciaria  o  personal  de  otras  entidades  de 
 seguridad  ciudadana  y  orden  público  y  el  hecho  investigado  tenga  relación  con  una 
 circunstancia  suscitada  en  el  cumplimiento  de  su  deber  legal,  en  todos  los  casos  se 
 priorizará el uso de medidas sustitutivas a fin de que pueda defenderse en libertad  ”; 

 Que  el  artículo  688  del  Código  Orgánico  Integral  Penal  indica  que  el  Organismo  Técnico 
 del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  es:  “(…)  responsable  de  la 
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 administración,  ejecución  y  verificación  de  las  medidas  y  penas  no  privativas  de 
 libertad. / Además coordinará con las distintas entidades del sector público  ”; 

 Que  el  artículo  264,  numeral  10  del  Código  Orgánico  de  la  Función  Judicial  establece  que 
 al  Pleno  del  Consejo  de  la  Judicatura  le  corresponde:  “  10.  Expedir,  modificar,  derogar 
 (…)  los  reglamentos,  (…)  con  sujeción  a  la  Constitución  y  la  ley,  para  la  organización, 
 funcionamiento,  responsabilidades,  control  y  régimen  disciplinario;  particularmente 
 para velar por la transparencia y eficiencia de la Función Judicial  (...)”; 

 Que  mediante  Sentencia  Nro.  103-19-JH/21,  de  01  de  diciembre  de  2021,  la  Corte 
 Constitucional  del  Ecuador  estableció  los  parámetros  mínimos  para  el  otorgamiento  y 
 cumplimiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario:  “  83  (…)  1.  No  se  podrá 
 dictar  prisión  preventiva  en  contra  de  las  personas  adultas  mayores  procesadas.  Por 
 mandato  constitucional,  para  este  grupo  de  atención  prioritaria,  el  arresto  domiciliario 
 es  la  medida  cautelar  personal  más  gravosa.  /  2.  Está  prohibido  ordenar  el 
 cumplimiento  de  una  medida  cautelar  en  una  Unidad  de  Vigilancia  Comunitaria.  En 
 caso  de  que  esto  suceda,  el  hábeas  corpus  es  la  garantía  constitucional  jurisdiccional 
 adecuada  y  eficaz  para  que  las  personas  procesadas  privadas  de  su  libertad  en  esas 
 dependencias,  puedan  recuperarla.  En  estos  casos,  las  y  los  juzgadores  ordenarán  la 
 inmediata  libertad.  Además,  en  caso  de  verificarse  afectaciones  a  la  integridad 
 personal  de  la  persona  privada  de  la  libertad  de  forma  ilegal,  arbitraria  y/o  ilegítima, 
 las  o  los  juzgadores  podrán  disponer  las  medidas  cautelares  no  privativas  de  la 
 libertad,  como  la  prohibición  de  ausentarse  del  país;  la  obligación  de  presentarse 
 periódicamente  ante  la  o  el  juzgador  que  conoce  el  proceso  o  ante  la  autoridad  o 
 institución  que  designe;  el  arresto  domiciliario;  o,  dispositivo  de  vigilancia  electrónica 
 hasta  que  la  o  el  juez  que  conoce  la  causa  penal  las  revoque  o  sustituya,  así  como 
 ordenar  las  medidas  que  protejan  la  integridad  personal,  salud  y  otros  derechos 
 conexos  de  la  persona  procesada.  /  3.  Toda  autoridad  judicial  deberá  evaluar,  bajo  los 
 principios  de  necesidad,  gradualidad,  razonabilidad  y  proporcionalidad  medidas 
 cautelares  no  privativas  de  la  libertad,  distintas  al  arresto  domiciliario,  previo  a  su 
 imposición.  /  4.  Toda  autoridad  judicial  está  obligada  a  garantizar  que  las  condiciones 
 impuestas  por  el  arresto  domiciliario  respeten  los  derechos  de  la  persona  procesada  y 
 no  impidan  atender  sus  necesidades  básicas.  Para  lo  cual  tendrá  en  consideración  las 
 condiciones  y  circunstancias  particulares  de  la  persona  procesada,  y  si  se  encuentra 
 en  situación  de  doble  vulnerabilidad.  /  5.  La  persona  procesada  no  podrá  cumplir  la 
 medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  en  el  mismo  lugar  donde  reside  la  víctima  de 
 violencia  sexual  o  de  género,  o  de  la  persona  que  tiene  a  cargo  el  cuidado  de  la 
 víctima.  En  ese  caso,  deberá  contarse  con  un  domicilio  que  no  ponga  en  riesgo  a  la 
 víctima  o  la  revictimice.  /  6.  La  carga  de  la  prueba  recae  sobre  las  entidades 
 accionadas  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  16  de  la  LOGJCC.  En  caso  de  que  las 
 autoridades  estatales  no  puedan  probar  lo  contrario,  a  efectos  de  la  acción  de  hábeas 
 corpus,  se  presumirá  cierta  la  versión  de  la  persona  privada  de  libertad  en  una  Unidad 
 de Vigilancia Comunitaria  ”; 

 Que  la  Corte  Constitucional  del  Ecuador,  en  la  Sentencia  Nro.  103-19-JH/21,  de  01  de 
 diciembre  de  2021,  dispuso  en  el  párrafo  84,  numeral  1,  que:  “  1.  Uno  de  los  problemas 
 identificados  que  impiden  hacer  efectivo  el  arresto  domiciliario  es  la  falta  de  claridad 
 sobre  los  lineamientos  que  deben  seguir  los  juzgadores  al  momento  de  dictar  esta 
 medida,  la  policía  en  la  vigilancia  de  la  persona  procesada,  y  en  general  de  cómo 
 debe  llevarse  a  cabo  esta  medida  cautelar.  En  consecuencia,  la  Secretaría  de 
 Derechos  Humanos,  el  Ministerio  de  Gobierno,  el  Consejo  de  la  Judicatura,  la 
 Defensoría  Pública  y  el  SNAI  deben  trabajar  coordinadamente  en  la  elaboración  de  un 
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 reglamento  que  regule  el  arresto  domiciliario  y  coadyuve  al  cumplimiento  del  régimen 
 especial  dispuesto  por  el  artículo  38,  numeral  7  de  la  CRE.  Este  reglamento  debe 
 contar  con  los  enfoques  de  género,  etario  e  interseccional,  a  fin  de  identificar  los 
 factores  de  riesgo  o  situaciones  de  vulnerabilidad  de  las  personas  procesadas  y 
 adoptar  medidas  diferenciadas  que  protejan  sus  derechos.  La  obligación  de  coordinar 
 y emitir el reglamento deberá ser del Consejo de la Judicatura  ”; 

 Que  la  Corte  Constitucional  del  Ecuador,  mediante  Sentencia  Nro.  116-12-JH/21,  de  21  de 
 diciembre  de  2021,  en  el  párrafo  101,  estableció  la  siguiente  regla  jurisprudencial:  “  Las 
 y  los  jueces  deberán  preferir  y  agotar  razonadamente  la  posibilidad  de  medidas 
 alternativas  a  la  prisión  preventiva,  aun  cuando  la  persona  procesada  registre  o  no  un 
 domicilio  o  espacio  físico  dónde  cumplir  cualquier  otra  medida  alternativa  dispuesta.  / 
 Antes  de  preferir  la  medida  de  arresto  domiciliario,  las  o  los  juzgadores  agotarán  el 
 análisis  de  otras  medidas  cautelares  no  privativas  de  la  libertad,  distintas  al  arresto 
 domiciliario,  evaluando  los  principios  de  necesidad,  gradualidad,  razonabilidad  y 
 proporcionalidad.  De  este  modo,  dictarán  la  medida  correspondiente  luego  de  agotar 
 el  respectivo  análisis,  mismo  que  será  realizado  caso  por  caso,  tomando  en  cuenta  las 
 circunstancias  particulares  de  la  o  el  procesado  y  no  de  manera  generalizada.  /  En  el 
 caso  de  personas  con  discapacidad,  en  movilidad  humana  y  aquellas  a  las  que  el 
 ordenamiento  jurídico  ecuatoriano  permite  disponer  el  arresto  domiciliario,  las  y  los 
 juzgadores  deben  agotar  la  verificación  de  elementos  para  tener  certeza  de  la 
 existencia  del  domicilio  que  garantice  condiciones  mínimas  que  aseguren  la  integridad 
 personal  de  la  persona  procesada.  En  caso  de  no  existir  domicilio,  las  y  los 
 juzgadores,  dictarán  medidas  cautelares  que  aseguren  la  comparecencia  de  los 
 procesados,  considerando  sus  circunstancias  particulares  y  evaluando  los  principios 
 de  necesidad,  gradualidad,  razonabilidad  y  proporcionalidad  de  la  medida  dispuesta.  / 
 Solo  para  los  casos  en  que  tendría  lugar  la  prisión  preventiva  o  medidas  privativas  de 
 libertad  como  medidas  de  última  ratio  y  siempre  que  dicha  medida  sea  estrictamente 
 fundamentada  bajo  los  antedichos  criterios  de  necesidad,  gradualidad,  razonabilidad  y 
 proporcionalidad,  el  Servicio  Nacional  de  Atención  Integral  a  Personas  Adultas 
 Privadas  de  la  Libertad  coordinará  la  adecuación  de  los  centros  de  privación  de 
 libertad para personas con discapacidad  ”; 

 Que  mediante  Resolución  274-2022,  de  23  de  noviembre  de  2022,  publicada  en  el  Registro 
 Oficial  Nro.  207,  de  12  de  diciembre  de  2022,  el  Pleno  del  Consejo  de  la  Judicatura 
 resolvió  aprobar  el:  “  Reglamento  para  la  Implementación  de  la  Medida  Cautelar  de 
 Arresto  Domiciliario  ”,  dispuesto  en  la  Sentencia  Nro.  103-19-JH/21,  de  01  de 
 diciembre de 2021, de la Corte Constitucional del Ecuador; 

 Que  mediante  Decreto  Ejecutivo  Nro.  366,  de  22  de  abril  de  2026,  el  magíster  Daniel 
 Noboa  Azin,  Presidente  Constitucional  de  la  República  del  Ecuador,  emitió  el: 
 “  Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación  Social  ”; 

 Que  mediante  Resolución  SNAI-SNAI-2026-0050-R,  de  14  de  mayo  de  2026,  suscrita  por 
 el  magíster  Mauricio  Fernando  Mayorga  Vallejo,  Director  General  del  Servicio  Nacional 
 de  Atención  Integral  a  Personas  Adultas  Privadas  de  la  Libertad  y  a  Adolescentes 
 Infractores,  se  aprobó  las  “  Disposiciones  Generales  y  Valor  por  el  Uso  y 
 Mantenimiento del Dispositivo de Vigilancia Electrónica  ”; 

 Que  mediante  Resolución  SNAI-SNAI-2026-0052-R,  de  15  de  mayo  de  2026,  suscrita  por 
 el  magíster  Mauricio  Fernando  Mayorga  Vallejo,  Director  General  del  Servicio  Nacional 
 de  Atención  Integral  a  Personas  Adultas  Privadas  de  la  Libertad  y  a  Adolescentes 
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 Infractores,  se  aprobó  el  “  Reglamento  Técnico  para  la  Gestión  del  Servicio  de 
 Vigilancia Electrónica y Uso de Dispositivos de Vigilancia Electrónica  ”; 

 Que  mediante  Memorando  Nro.  CJ-DNGP-2026-7279-M,  de  10  de  septiembre  de  2026,  la 
 Dirección  Nacional  de  Gestión  Procesal  remitió  a  la  Dirección  General  el  Informe 
 Técnico  Nro.  DNGP-INF-011-INT  y  el  proyecto  de  resolución  para  emitir  el 
 Reglamento  para  la  aplicación  y  ejecución  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario; 

 Que  el  Pleno  del  Consejo  de  la  Judicatura  conoció  el  Memorando  Nro.  CJ-DG-2026- 
 6850-M,  de  29  de  septiembre  de  2026,  suscrito  por  el  Director  General  del  Consejo  de 
 la  Judicatura,  quien  remitió  el  Memorando  Nro.  CJ-DNGP-2026-7279-M,  de  10  de 
 septiembre  de  2026,  suscrito  por  la  Dirección  Nacional  de  Gestión  Procesal;  así  como 
 el  Memorando  Circular  Nro.  CJ-DNJ-2026-0221-MC,  de  28  de  septiembre  de  2026, 
 suscrito  por  la  Dirección  Nacional  de  Asesoría  Jurídica,  que  contiene  el  informe 
 jurídico y el proyecto de resolución respectivo; y, 

 En  ejercicio  de  las  atribuciones  constitucionales  y  legales  establecidas  en  los  artículos  178  y 
 181  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador;  y,  el  artículo  264,  número  10  del  Código 
 Orgánico de la Función Judicial, 

 RESUELVE 

 APROBAR EL “REGLAMENTO PARA LA APLICACIÓN Y EJECUCIÓN DE LA MEDIDA 
 CAUTELAR DE ARRESTO DOMICILIARIO” 

 CAPÍTULO I 

 GENERALIDADES 

 Artículo  1.-  Objeto.-  El  presente  Reglamento  tiene  por  objeto  regular  la  aplicación  y  ejecución 
 de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  como  una  medida  alternativa  a  la  prisión 
 preventiva, conforme a lo establecido en la normativa legal. 

 Artículo  2.-  Ámbito  de  aplicación.-  Las  disposiciones  contenidas  en  el  presente  Reglamento 
 son  de  aplicación  y  observancia  obligatoria  para  los  órganos  e  instituciones  en  él  descritas, 
 dentro del ámbito de sus respectivas competencias. 

 Artículo  3.-  Principios.-  La  aplicación  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  se  regirá 
 por  los  principios  de  legalidad,  debido  proceso,  necesidad,  gradualidad,  razonabilidad, 
 proporcionalidad, igualdad, eficacia, eficiencia, mínima intervención y celeridad. 

 Artículo  4.-  Naturaleza  de  la  medida.-  El  arresto  domiciliario  es  una  medida  cautelar  de 
 carácter  personal  prevista  en  la  normativa  procesal  penal  que,  las  y  los  jueces  pueden  aplicar 
 para asegurar la presencia de la persona procesada en el juicio. 

 Artículo  5.-  Sujetos  de  la  medida.-  Pueden  ser  sujetos  de  la  medida  de  arresto  domiciliario, 
 las siguientes personas procesadas: 

 a)  Mujeres  embarazadas  que  se  encuentren  hasta  en  los  noventa  días  posteriores  al 
 parto.  En  los  casos  en  que  la  hija  o  hijo  nazca  con  enfermedades  que  requieren  cuidados 
 especiales de la madre, podrá extenderse hasta un máximo de noventa días más. 
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 b)  Personas mayores de sesenta y cinco años de edad. 
 c)  Personas  que  presenten  una  enfermedad  en  etapa  terminal,  una  discapacidad  severa  o 
 una  enfermedad  catastrófica,  de  alta  complejidad,  rara  o  huérfana  que  no  le  permita 
 valerse  por  sí  misma,  que  se  justifique  mediante  la  presentación  de  un  certificado  médico, 
 conforme los parámetros establecidos en el presente Reglamento. 
 d)  Personas  que,  como  miembros  activos  de  la  Policía  Nacional,  Fuerzas  Armadas  o  del 
 Cuerpo  de  Seguridad  y  Vigilancia  Penitenciaria  o  personal  de  otras  entidades  de 
 seguridad  ciudadana  y  orden  público,  se  encuentren  inmersos  en  un  proceso  penal  que 
 se derive de hechos cometidos en el ejercicio de su función. 

 Artículo  6.-  Definiciones.-  Para  la  aplicación  del  presente  Reglamento,  se  tendrán  en  cuenta 
 las siguientes definiciones: 

 a)  Discapacidad  severa.-  Grado  de  limitación  funcional  significativo,  donde  la  persona 
 requiere  asistencia  o  apoyo  sustancial  para  realizar  actividades  esenciales  de  la  vida 
 diaria;  entiéndase:  1.  Personas  con  discapacidad  intelectual,  psicosocial  y  múltiple:  con 
 nivel  grave,  muy  grave  o  completa  a  partir  del  50%  o  más;  y;  2.  Personas  con 
 discapacidad  física,  auditiva,  visual,  de  lenguaje:  con  nivel  muy  grave  o  completa  a 
 partir del 75% o más. 

 b)  Dispositivo  de  vigilancia  electrónica.-  Aparato  tecnológico  utilizado  para  monitorear 
 la ubicación de una persona, a través de un sistema de seguimiento GPS. 

 c)  Enfermedad  catastrófica.-  Condición  médica  que,  por  su  gravedad,  alto  costo  de 
 tratamiento,  o  impacto  social,  se  considera  que  tiene  un  efecto  devastador  en  la  salud 
 del individuo y en su entorno familiar y social. 

 d)  Enfermedad  de  alta  complejidad.-  Condición  médica  que,  debido  a  su  naturaleza  o 
 gravedad,  requiere  un  manejo  especializado  y  recursos  significativos  para  su 
 diagnóstico  y  tratamiento.  Estas  enfermedades  suelen  ser  crónicas  y  pueden 
 representar un alto riesgo para la vida y requieren atención médica continua. 

 e)  Enfermedad  huérfana.-  Condición  médica  que  afecta  a  un  número  muy  reducido  de 
 personas  en  comparación  con  la  población  general.  En  muchos  casos,  estas 
 enfermedades  son  crónicamente  debilitantes  o  amenazan  la  vida,  y  su  rareza  dificulta 
 la investigación y el desarrollo de tratamientos efectivos. 

 f)  Enfermedad  rara.-  Condición  médica  que  afecta  a  un  número  limitado  de  personas  en 
 comparación  con  la  población  general.  En  términos  generales,  se  considera  rara  si 
 afecta  a  menos  de  5  de  cada  10.000  personas.  Estas  enfermedades  suelen  ser 
 complejas y difíciles de diagnosticar, manejar y tratar. 

 g)  Vigilancia  policial  permanente.-  Actividad  policial  que  consiste  en  mantener 
 seguimiento  y  observación  presencial  durante  las  24  horas  del  día,  a  la  persona  que  se 
 encuentra  cumpliendo  con  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  dispuesta  por  el 
 juzgador. 

 h)  Vigilancia  policial  periódica.-  Actividad  policial  que  consiste  en  verificar  en  diferentes 
 periodos  de  tiempo,  la  presencia  de  la  persona  en  el  lugar  establecido  por  el  juzgador 
 para  el  cumplimiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  durante  la  cual  el 
 uso del dispositivo de vigilancia electrónica debe ser obligatorio. 

 CAPÍTULO II 

 COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL 

 Artículo  7.-  Instituciones  y  órganos  involucrados.-  Las  instituciones  que  intervienen  en  el 
 otorgamiento  y  ejecución  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  de  acuerdo  con  el 
 ámbito de sus competencias, son: 
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 a)  Órganos jurisdiccionales; 
 b)  Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 
 c)  Ente Rector de Salud Pública; 
 d)  Policía Nacional; 
 e)  Consejo de la Judicatura; 
 f)  Defensoría Pública; 
 g)  Ente rector de la Política Pública de Derechos Humanos; y, 
 h)  Fiscalía General del Estado. 

 Artículo  8.-  Atribuciones  y  responsabilidades  de  los  órganos  jurisdiccionales.-  Son 
 atribuciones y responsabilidades de los órganos jurisdiccionales, las siguientes: 

 a)  Disponer  a  las  instituciones  u  órganos  competentes  la  emisión  de  los  informes 
 previstos  en  el  presente  Reglamento,  previo  a  la  emisión  de  la  medida  de  arresto 
 domiciliario y durante su ejecución; 

 b)  Notificar  a  las  entidades  correspondientes,  las  disposiciones  relacionadas  con  la 
 ejecución  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  con  uso  del  dispositivo  de 
 vigilancia  electrónica  y/o  vigilancia  policial  periódica  o  permanente,  para  su  control  y 
 cumplimiento.  La  ejecución  de  la  medida  con  uso  del  dispositivo  de  vigilancia 
 electrónica,  estará  sujeta  a  la  disponibilidad  de  dispositivos  con  los  que  cuente  el 
 Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 

 c)  Decidir  sobre  los  pedidos  de  atenciones  médicas  o  similares,  que  requieran  los 
 procesados que han sido sujetos de la medida cautelar de arresto domiciliario; 

 d)  Avocar  conocimiento  de  los  casos  de  incumplimiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario, cuando corresponda; 

 e)  Revocar  de  manera  motivada  y  en  audiencia,  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario,  cuando  así  se  considere  pertinente,  y  notificar  oportunamente  a  las 
 instituciones u órganos competentes, sobre la terminación o cambio de medida; 

 f)  Realizar  una  supervisión  de  manera  periódica  sobre  la  vigencia  de  la  medida  cautelar 
 emitida  y  evaluar  la  necesidad  de  continuidad  con  la  medida  de  arresto  domiciliario  con 
 base a los informes de las instituciones ejecutoras; y, 

 g)  Disponer  a  las  instituciones  u  órganos  competentes,  se  informe  sobre  las 
 irregularidades o inconductas de las o los procesados, en la ejecución de la medida. 

 Artículo  9.-  Atribuciones  y  responsabilidades  del  Organismo  Técnico  del  Sistema 
 Nacional  de  Rehabilitación  Social.-  Son  atribuciones  y  responsabilidades  del  Organismo 
 Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, las siguientes: 

 a)  Instalar,  activar,  controlar,  monitorear,  desactivar,  desinstalar  y  retirar  el  dispositivo  de 
 vigilancia electrónica, conforme las disposiciones que emita la o el Juez competente; 

 b)  Garantizar  la  provisión,  funcionamiento  y  mantenimiento  de  los  dispositivos  de 
 vigilancia electrónica; 

 c)  Trasladar  a  la  o  el  procesado,  desde  el  centro  de  privación  de  libertad,  hacia  el 
 domicilio  donde  se  va  a  cumplir  la  medida  de  arresto  domiciliario,  en  coordinación  con 
 la  Policía  Nacional,  de  ser  necesario  y  conforme  a  lo  dispuesto  por  la  autoridad 
 competente; 

 d)  Informar  del  inicio,  cumplimiento  y  finalización  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario con dispositivo de vigilancia electrónica a la o el Juez competente; 

 e)  Proporcionar  a  las  entidades  detalladas  en  el  presente  Reglamento,  la  información 
 sobre  el  monitoreo  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  con  uso  obligatorio  del 
 dispositivo de vigilancia electrónica; 
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 f)  Emitir  los  informes  que  la  o  el  Juez  competente  disponga  en  torno  al  cumplimiento  de 
 la medida cautelar de arresto domiciliario; 

 g)  Mantener  la  base  de  datos  actualizada  de  las  personas  privadas  de  la  libertad  con  la 
 medida cautelar de arresto domiciliario; y, 

 h)  Requerir  las  autorizaciones  a  la  o  el  juzgador  para  el  traslado  a  los  centros  de  salud  o 
 a  las  atenciones  médicas  regulares  que  requieran  los  sujetos  de  la  medida  cautelar  de 
 arresto  domiciliario  con  vigilancia  periódica  y  con  dispositivo  de  vigilancia  electrónica. 
 En  el  caso  de  atención  médica  urgente  se  deberá  coordinar  con  el  Sistema  ECU-911 
 para  el  traslado  e  informar  de  manera  inmediata  a  la  o  el  juzgador  sobre  la  salida 
 requerida. 

 Artículo  10.-  Atribuciones  y  responsabilidades  del  Ente  Rector  de  Salud  Pública.-  Son 
 atribuciones y responsabilidades del Ente Rector de Salud Pública, las siguientes: 

 a)  Entregar  al  Consejo  de  la  Judicatura  el  catálogo  de  enfermedades,  catastróficas,  de 
 alta  complejidad,  raras  o  huérfanas;  e  informar  la  aparición  o  incorporación  de  nuevas 
 enfermedades a dicho catálogo; 

 b)  Disponer  a  la  red  de  salud  pública  que  la  emisión  de  certificados  médicos  requeridos 
 por  personas  privadas  de  libertad,  se  extiendan  por  los  médicos  tratantes  o  los 
 profesionales  responsables  de  la  atención,  acompañados  de  la  historia  clínica  del 
 requirente; y, 

 c)  Priorizar  la  atención  médica  regular  de  las  personas  con  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario,  previo  requerimiento  y  priorizando  la  condición  de  vulnerabilidad  de  las 
 personas sujetas a esta medida. 

 Artículo  11.-  Atribuciones  y  responsabilidades  de  la  Policía  Nacional.-  Son  atribuciones  y 
 responsabilidades de la Policía Nacional, las siguientes: 

 a)  Cumplir  con  la  vigilancia  de  la  o  el  procesado  con  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario, de manera permanente o periódica, conforme lo disponga la o el Juez; 

 b)  Trasladar  a  la  o  el  procesado  que  sea  sujeto  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario,  desde  la  dependencia  judicial  hacia  el  domicilio  dispuesto  para  el 
 cumplimiento  de  la  medida,  cuando  esta  haya  sido  impuesta  en  audiencia  de 
 calificación de la flagrancia y formulación de cargos; 

 c)  Colaborar  con  el  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  en 
 el  traslado  de  la  persona  privada  de  libertad,  desde  el  lugar  donde  se  encuentre 
 privado  de  libertad,  hasta  el  domicilio  donde  se  cumplirá  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario, en caso de ser necesario; 

 d)  Realizar  el  informe  técnico  integral  sobre  las  condiciones  de  seguridad,  riesgo  y 
 modalidad  de  vigilancia,  conforme  lo  disponga  la  o  el  Juez  competente,  previo  a  la 
 emisión o ratificación de la medida cautelar de arresto domiciliario; 

 e)  Elaborar  y  poner  en  conocimiento  de  la  o  el  Juez,  en  los  casos  en  que  se  haya 
 dispuesto  su  intervención,  los  informes  referentes  a  irregularidades  o  incumplimientos 
 de la medida cautelar; 

 f)  Cumplir  con  la  emisión  de  los  informes  que  la  o  el  Juez  competente  disponga,  en  torno 
 al cumplimiento en general de la medida cautelar de arresto domiciliario; y, 

 g)  Requerir  las  autorizaciones  a  la  o  el  juzgador  para  el  traslado  a  los  centros  de  salud  o 
 a  las  atenciones  médicas  que  requieran  los  sujetos  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario  con  vigilancia  permanente.  En  el  caso  de  atención  médica  urgente  se 
 deberá  coordinar  con  el  Sistema  ECU-911  para  el  traslado  e  informar  de  manera 
 inmediata a la o el juzgador sobre la salida requerida. 
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 Artículo  12.-  Atribución  y  responsabilidad  del  Consejo  de  la  Judicatura.-  Es  atribución  y 
 responsabilidad del Consejo de la Judicatura, la siguiente: 

 a)  Socializar  con  los  órganos  jurisdiccionales  y  órganos  autónomos  de  la  Función  Judicial 
 el  catálogo  de  enfermedades  catastróficas,  de  alta  complejidad,  raras  o  huérfanas,  e 
 informar  la  aparición  o  incorporación  de  nuevas  enfermedades,  remitido  por  el  Ente 
 Rector de Salud Pública. 

 Artículo  13.-  Atribuciones  y  responsabilidades  de  la  Defensoría  Pública.-  Son 
 atribuciones y responsabilidades de la Defensoría Pública, las siguientes: 

 a)  Proveer  de  la  defensa  técnica  y  el  patrocinio  judicial  a  las  o  los  aprehendidos  o 
 procesados  que,  enmarcados  en  las  condiciones  previstas  en  la  ley  y  en  el  presente 
 Reglamento,  y  contando  con  los  requisitos  previstos  en  la  normativa,  puedan  acceder 
 al otorgamiento de la medida cautelar de arresto domiciliario; 

 b)  En  el  ejercicio  de  la  defensa  técnica  y  el  patrocinio  judicial  a  las  o  los  aprehendidos  o 
 procesados,  someterse  irrestrictamente  a  las  condiciones  y  requisitos  previstos  en  la 
 ley  y  en  el  presente  Reglamento  para  solicitar  el  otorgamiento  de  la  medida  de  arresto 
 domiciliario; y, 

 c)  Atender  a  la  información  que  provea  el  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de 
 Rehabilitación  Social,  en  torno  a  personas  privadas  de  la  libertad  en  situación  de 
 vulnerabilidad  que  puedan  ser  sujetos  de  la  medida  de  arresto  domiciliario,  en  caso  de 
 que cumpla con las condiciones y requisitos previstos en la normativa vigente. 

 Artículo  14.-  Atribución  y  responsabilidad  del  Ente  Rector  de  la  Política  Pública  de 
 Derechos  Humanos.-  Es  atribución  y  responsabilidad  del  Ente  Rector  de  la  Política  Pública 
 de Derechos Humanos, la siguiente: 

 a)  Coordinar  la  provisión  de  espacios  adecuados  para  que  las  o  los  procesados  en 
 situación  de  vulnerabilidad  que  no  cuenten  con  un  domicilio  personal  o  familiar  que 
 garantice  las  condiciones  de  seguridad  necesarias,  puedan  cumplir  la  medida,  bajo 
 vigilancia  de  la  Policía  Nacional.  Para  el  cumplimiento  de  esta  atribución  establecida 
 en  la  Sentencia  de  la  Corte  Constitucional  del  Ecuador  Nro.  103-19-JH/21,  de  01  de 
 diciembre  de  2021,  deberá  coordinar  con  las  instituciones  u  órganos  públicos  o 
 privados que considere necesarios. 

 Artículo  15.-  Atribución  y  responsabilidad  de  la  Fiscalía  General  del  Estado.-  Es 
 atribución y responsabilidad de la Fiscalía General del Estado, la siguiente: 

 a)  Emitir  en  audiencia,  su  pronunciamiento  motivado  sobre  proporcionalidad,  necesidad, 
 razonabilidad  y  gradualidad  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  solicitada  por 
 la o el procesado, lo cual podrá ser considerado por la o el Juez. 

 CAPÍTULO III 

 DEL PROCEDIMIENTO DE OTORGAMIENTO DE LA MEDIDA 

 Artículo  16.-  Procedimiento  para  el  otorgamiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario.-  Las  instituciones  u  órganos  que  intervienen  en  el  otorgamiento  y  ejecución  de  la 
 medida cautelar de arresto domiciliario se regirán por el siguiente procedimiento: 

 1.-  En  los  casos  de  flagrancia,  dado  el  plazo  de  24  horas  que  la  ley  prevé  para  resolver  la 
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 situación  jurídica  de  las  personas  aprehendidas,  si  existe  la  necesidad  de  analizar  una  posible 
 medida  de  arresto  domiciliario,  con  base  en  su  criterio  jurisdiccional,  la  o  el  Juez  podrá  emitir 
 la  medida  de  arresto  domiciliario  en  audiencia;  sin  embargo,  dispondrá  que  en  un  plazo 
 máximo  de  tres  (3)  días,  se  elaboren  y  remitan  los  informes  descritos  en  el  numeral  2  del 
 presente artículo. 

 Una  vez  recibidos  los  informes,  la  o  el  juzgador  convocará  a  audiencia  para  ratificar  o  revocar 
 la medida otorgada. 

 2.-  En  los  casos  de  revisión  o  sustitución  de  una  medida  cautelar  previa,  por  la  de  arresto 
 domiciliario,  previo  al  análisis  correspondiente,  la  o  el  Juez  solicitará  a  las  instituciones 
 competentes, los siguientes informes: 

 a)  A  la  Policía  Nacional  emita  el  Informe  técnico  integral  sobre  las  condiciones  de 
 seguridad,  riesgo  y  modalidad  de  vigilancia,  en  todos  los  casos,  previo  a  la  emisión  o 
 ratificación de la medida cautelar de arresto domiciliario. 

 b)  Al  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  emita  el  informe 
 técnico  de  factibilidad  de  conexión  y  de  disponibilidad  de  dispositivos  de  vigilancia 
 electrónica, cuando lo disponga la o el Juez competente. 

 Estos  informes  deberán  ser  emitidos  y  entregados  a  la  o  el  Juez  requirente,  en  un  plazo 
 máximo  de  tres  (3)  días,  contados  desde  la  notificación  del  requerimiento  de  información,  a  fin 
 de que la o el Juez pueda resolver en torno a la procedencia del arresto domiciliario. 

 3.-  Para  el  otorgamiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  la  o  el  Juez  deberá 
 observar el cumplimiento de las siguientes condiciones y requisitos: 

 a)  Que  la  procesada  sea  una  mujer  embarazada  y  se  encuentre  hasta  en  los  noventa 
 días  posteriores  al  parto.  En  los  casos  de  que  la  hija  o  hijo  nazca  con  enfermedades 
 que  requieren  cuidados  especiales  de  la  madre,  podrá  extenderse  hasta  un  máximo  de 
 noventa días; 

 b)  Que la persona procesada sea mayor de sesenta y cinco años de edad; 
 c)  Que  la  persona  procesada  presente  una  enfermedad  en  etapa  terminal,  una 

 discapacidad  severa  o  una  enfermedad  catastrófica,  de  alta  complejidad,  rara  o 
 huérfana  que  no  le  permita  valerse  por  sí  misma,  que  se  justifique  mediante  la 
 presentación  de  un  certificado  médico  otorgado  por  la  entidad  pública  correspondiente; 
 o, 

 d)  Que  la  persona  procesada  sea  miembro  activo  de  la  Policía  Nacional,  Fuerzas 
 Armadas  o  del  Cuerpo  de  Seguridad  y  Vigilancia  Penitenciaria  o  personal  de  otras 
 entidades  de  seguridad  ciudadana  y  orden  público  y  el  hecho  investigado  tenga 
 relación con una circunstancia propia del ejercicio de su función. 

 El  otorgamiento  de  la  medida  no  podrá  extenderse  a  circunstancias  distintas  a  las  señaladas 
 en la ley y en el presente Reglamento. 

 Para  otorgar  la  medida  de  arresto  domiciliario  por  embarazo,  puerperio,  discapacidad  severa  o 
 cualquiera  de  los  tipos  de  enfermedades  previstas  en  el  catálogo,  que  para  el  efecto  provea  el 
 Ente  Rector  de  Salud  Pública,  se  deberán  presentar  los  certificados  médicos  emitidos  por 
 dicho  organismo.  Para  el  caso  de  certificados  médicos  particulares  o  de  centros  médicos 
 privados,  estos  deberán  estar  debidamente  convalidados  por  el  Instituto  Ecuatoriano  de 
 Seguridad  Social  (IESS)  y  se  presentarán  acompañados  de  la  respectiva  historia  clínica 
 certificada. 
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 Los  certificados  particulares  o  de  centros  médicos  privados,  presentados  para  acreditar  el 
 posible  otorgamiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  en  procesos  iniciados  por 
 flagrancia,  si  no  cuentan  con  una  validación  del  Instituto  Ecuatoriano  de  Seguridad  Social 
 (IESS)  al  momento  de  su  presentación,  deberán  ser  convalidados  en  un  plazo  máximo  de  tres 
 (3) días y deberán ser acompañados de la respectiva historia clínica certificada. 

 4.-  La  o  el  Juez  competente  deberá  conocer  y  considerar  las  conclusiones  que  consten  en  los 
 informes  emitidos  por  las  instituciones  u  órganos  competentes,  en  torno  a  la  seguridad  integral 
 del  lugar  donde  se  va  a  cumplir  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  y  sobre  las 
 circunstancias  personales  de  la  o  el  procesado,  de  tal  forma  que  no  existan  riesgos  de  evasión 
 de  la  medida  o  riesgos  de  seguridad  para  los  miembros  de  la  Policía  Nacional  que  sean 
 asignados  para  la  vigilancia  permanente  o  periódica.  En  caso  de  que  la  o  el  Juez  decida  no 
 acoger dichas conclusiones, deberá motivar adecuada y suficientemente dicha decisión. 

 5.-  La  o  el  Juez  competente  dictará  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  mediante  la 
 respectiva  actuación  jurisdiccional,  disponiendo  el  uso  obligatorio  del  dispositivo  de  vigilancia 
 electrónica.  En  caso  de  que  el  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación 
 Social  informe  la  disponibilidad  y  capacidad  de  monitoreo  del  dispositivo  de  vigilancia 
 electrónica,  la  o  el  juzgador  dispondrá  la  vigilancia  periódica  por  parte  de  la  Policía  Nacional;  y, 
 en  caso  de  que  el  informe  de  disponibilidad  de  dispositivos  de  vigilancia  electrónica  y  su 
 monitoreo  sea  negativo,  dispondrá  la  vigilancia  policial  permanente.  El  dispositivo  de  vigilancia 
 electrónica contará con los mecanismos de monitoreo, seguimiento, control y supervisión. 

 6.-  La  o  el  juzgador  que  resuelva  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  notificará  al 
 Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social,  con  la  orden  judicial 
 expresa  para  que  proceda  de  forma  inmediata  a  la  entrega,  instalación  y  activación  del 
 dispositivo  de  vigilancia  electrónica,  adjuntando  copia  de  cédula  de  ciudadanía,  identidad  o 
 pasaporte del procesado para la identificación correspondiente. 

 7.-  Para  los  casos  de  revisión  o  sustitución  de  una  medida  cautelar  previa,  por  la  de  arresto 
 domiciliario,  el  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  será  el 
 encargado  del  traslado  de  la  persona  procesada  que  ha  sido  sujeto  de  la  medida,  desde  el 
 centro  de  privación  de  libertad  donde  se  encuentre,  hacia  el  lugar  donde  deba  cumplirla.  Para 
 ello  contará  con  el  apoyo  de  la  Policía  Nacional,  siempre  que  se  justifique  debidamente  la 
 necesidad. 

 Para  los  casos  de  medidas  de  arresto  domiciliario  emitidas  en  audiencia  de  calificación  de 
 flagrancia  y  formulación  de  cargos,  la  Policía  Nacional  será  la  encargada  del  traslado  de  la  o  el 
 procesado,  desde  la  dependencia  judicial,  hacia  el  lugar  donde  el  juzgador  haya  dispuesto  el 
 cumplimiento de la medida. 

 8.-  La  actuación  judicial  en  la  que  conste  la  emisión  de  la  medida  otorgada  a  la  o  el  procesado, 
 deberá  ser  debidamente  notificada  a  las  instituciones  u  órganos  encargados  de  su  ejecución, 
 con  la  especificación  clara  del  tipo  de  vigilancia  dispuesta  (permanente  o  periódica),  la  orden  o 
 no  de  uso  del  dispositivo  de  vigilancia  electrónica  y  demás  disposiciones  orientadas  a 
 garantizar su cumplimiento y el monitoreo respectivo. 

 Las  instituciones  u  órganos  que  sean  obligados  al  cumplimiento  de  disposiciones  emitidas  por 
 las  o  los  jueces,  en  relación  con  la  ejecución  de  medidas  cautelares  de  arresto  domiciliario, 
 deberán  emitir  oportuna  y  diligentemente  los  informes  que  el  área  jurisdiccional  requiera,  con 
 el  propósito  de  dar  seguimiento  al  cumplimiento  de  dichas  medidas.  No  se  podrá  alegar 
 aspectos de carácter operativo o logístico para omitir dichas disposiciones. 
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 Artículo  17.-  Dispositivos  de  vigilancia  electrónica.-  Los  dispositivos  de  vigilancia 
 electrónica  son  artículos  electrónicos  portables  que  permiten  visualizar  la  ubicación  de  la  o  el 
 usuario,  ya  sea  en  forma  de  coordenadas  o  en  forma  de  presencia  o  ausencia  dentro  de  un 
 área geográfica determinada. 

 El  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social,  como  entidad  encargada 
 del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social,  es  el  responsable  de  la  prestación,  control, 
 monitoreo,  seguimiento  del  servicio  de  vigilancia  electrónica  y  del  uso  adecuado  de  los 
 dispositivos por parte de los procesados, conforme las disposiciones jurisdiccionales. 

 La  entrega,  instalación,  activación,  desactivación  y  retiro  del  dispositivo  de  vigilancia 
 electrónica  serán  dispuestas  únicamente  por  la  o  el  Juez  competente,  de  acuerdo  con  lo 
 previsto en el Código Orgánico Integral Penal. 

 Conforme  lo  dispuesto  en  el  Reglamento  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social, 
 emitido  mediante  Decreto  Ejecutivo  Nro.  366,  de  22  de  abril  de  2026;  así  como  de  las 
 Resoluciones  SNAI-SNAI-2026-0050-R,  de  14  de  mayo  de  2026  y  SNAI-SNAI-2026-0052-R, 
 de  15  de  mayo  de  2026,  el  uso  de  los  dispositivos  de  vigilancia  electrónica  tiene  un  valor  por 
 concepto  del  uso  y  mantenimiento,  el  cual  deberá  ser  asumido  por  la  o  el  procesado  portadora 
 o portador del mismo. 

 El  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  será  el  encargado  de 
 informar  a  la  o  el  juzgador,  cualquier  novedad  o  eventualidad  que  se  suscite  en  torno  al  uso 
 del  dispositivo  de  vigilancia  electrónica,  con  el  propósito  de  que  se  dispongan  las  acciones  que 
 sean  pertinentes,  siempre  con  el  objetivo  de  garantizar  el  efectivo  cumplimiento  de  la  medida 
 cautelar y la presencia de el o los sujetos al proceso. 

 CAPÍTULO IV 

 DE LA EJECUCIÓN Y SEGUIMIENTO A LA MEDIDA 

 Artículo  18.-  Parámetros  del  lugar  de  cumplimiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario.-  La  o  el  Juez  competente  deberá  considerar  los  siguientes  parámetros  para  el 
 cumplimiento de la medida cautelar de arresto domiciliario: 

 1.-  El  domicilio  que  sea  propuesto  para  cumplir  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario 
 deberá  contar  con  condiciones  adecuadas  para  asegurar  la  integridad  personal,  salud  y 
 dignidad  de  la  persona  procesada,  tales  como:  acceso  a  servicios  básicos,  accesibilidad  en 
 caso  de  ser  personas  con  discapacidad  y  servicio  de  conectividad  tecnológica  (celular  e 
 internet)  para  el  uso  y  monitoreo  de  los  dispositivos  de  vigilancia  electrónica.  Así  mismo,  se 
 deberá  tener  en  cuenta  la  zona  geográfica  en  la  que  está  ubicado  el  inmueble  para  determinar 
 la  pertinencia  o  no  de  disponer  el  arresto  domiciliario.  En  caso  de  que  la  zona  en  la  que  se 
 encuentre  ubicado  el  inmueble  sea  considerada  de  alta  peligrosidad,  conforme  el 
 dimensionamiento  vigente  del  Ministerio  del  Interior,  la  o  el  Juez  no  la  considerará  idónea  para 
 el cumplimiento de la medida. 

 Para  determinar  el  cumplimiento  de  estos  parámetros,  la  o  el  Juez  deberá  tener  en  cuenta  las 
 conclusiones que consten en los informes emitidos por la Policía Nacional. 

 2.-  En  caso  de  que  la  persona  procesada  no  cuente  con  una  vivienda  personal  o  familiar,  la  o 
 el  Juez  competente,  a  petición  de  parte,  oficiará  al  Ente  Rector  encargado  de  la  Política 
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 Pública  de  Derechos  Humanos  para  ubicar  el  espacio  en  el  que  se  podrá  cumplir  con  la 
 medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  garantizando  el  ejercicio  de  los  derechos  de  la 
 persona que es sujeto de la medida. 

 La  persona  procesada  no  podrá  cumplir  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  en  el  mismo 
 lugar  en  donde  reside  la  víctima  de  violencia  sexual,  violencia  de  género  y  violencia  contra  la 
 mujer  y  miembros  del  núcleo  familiar,  o  de  la  persona  que  tiene  a  cargo  el  cuidado  de  la 
 misma, así como tampoco en donde las personas que tengan medidas de protección vigentes. 

 3.-  Los  informes  de  la  inspección  del  lugar  propuestos  para  el  cumplimiento  de  la  medida 
 cautelar  de  arresto  domiciliario  evidenciarán  el  acatamiento  de  estos  parámetros,  lo  que  será 
 considerado para la decisión de la o el Juez competente. 

 Artículo  19.-  Procedimiento  para  la  vigilancia  policial  permanente  o  periódica.-  Para  el 
 procedimiento  de  vigilancia  policial,  permanente  o  periódica,  se  deberán  tomar  en 
 consideración los siguientes criterios: 

 1.-  La  o  el  Juez  competente  notificará  la  orden  judicial  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario  al  Comandante  Zonal  o  Subzonal  de  la  Policía  Nacional  de  la  provincia  donde  se 
 cumplirá la medida; 

 2.-  El  Jefe  de  la  Unidad  Policial  recibirá  la  orden  judicial  de  la  medida  cautelar  de  arresto 
 domiciliario  y,  de  forma  inmediata,  dispondrá  a  las  y  los  servidores  policiales  el  cumplimiento 
 de  la  medida  de  acuerdo  con  su  capacidad  operativa  y  logística,  adjuntando  al  memorando,  la 
 orden judicial. 

 En  caso  de  existir  novedades  que  pongan  en  riesgo  la  seguridad  del  procesado  o  el 
 cumplimiento  de  la  medida,  se  remitirá  el  informe  de  manera  inmediata  a  la  o  el  Juez 
 competente. 

 3.-  El  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  realizará  la  instalación 
 del  dispositivo  de  vigilancia  electrónica,  en  presencia  de  la  Policía  Nacional,  en  el  lugar  del 
 domicilio señalado por la o el Juez competente; 

 4.-  La  o  el  Juez  competente,  una  vez  dictada  la  sentencia  ratificatoria  de  inocencia,  el  auto  de 
 sobreseimiento  o  la  revocatoria  o  sustitución  de  la  medida  de  arresto  domiciliario,  notificará 
 con  la  misma  a  la  Policía  Nacional  y  al  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de 
 Rehabilitación  Social,  con  el  fin  de  levantar  las  medidas  cautelares,  debiendo  la  o  el  servidor 
 policial  elaborar  el  parte  respectivo  de  finalización  de  la  medida  y  retorno  a  su  dependencia 
 policial  respectiva;  así  como  el  retiro  y  desactivación  del  dispositivo  de  vigilancia  electrónica, 
 en los casos que corresponda. 

 5.-  En  caso  de  que  la  persona  que  cuente  con  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario  sea 
 sujeto  de  una  sentencia  condenatoria  ejecutoriada  que  imponga  una  pena  privativa  de  libertad 
 o,  dicha  medida  sea  revocada,  la  o  el  Juez  remitirá  el  respectivo  oficio  a  la  Policía  Nacional  y 
 al  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social,  con  el  propósito  de  que 
 se  coordine  el  traslado  de  la  o  el  sentenciado  al  centro  de  privación  de  libertad 
 correspondiente. 

 Artículo  20.-  Control  y  seguimiento.-  El  control  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario 
 estará  a  cargo  de  la  o  el  Juez  competente,  quien  podrá  verificar  su  cumplimiento  en  cualquier 
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 momento,  a  través  de  la  Policía  Nacional,  en  coordinación  con  el  Organismo  Técnico  del 
 Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social,  o  por  cualquier  otro  medio  que  considere 
 pertinente. 

 La  o  el  Juez  competente  podrá  solicitar  el  o  los  informes  necesarios  para  validar  la  situación 
 jurídica  de  la  persona  procesada,  a  fin  de  verificar  nuevos  elementos  que  permitan  mantener  o 
 revocar la medida cautelar de arresto domiciliario. 

 DISPOSICIONES GENERALES 

 PRIMERA.-  El  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  garantizará 
 la  dotación  de  dispositivos  de  vigilancia  electrónica,  así  como  la  capacidad  operativa  para  su 
 monitoreo  y  control,  a  las  y  los  procesados  en  el  cumplimiento  de  la  medida  cautelar  de 
 arresto domiciliario. 

 SEGUNDA.-  El  Ministerio  del  Interior  garantizará  la  provisión  de  los  recursos  logísticos 
 necesarios,  en  relación  con  las  competencias  de  la  Policía  Nacional,  con  el  propósito  de  que 
 cumplan  con  la  vigilancia  de  las  personas  que  se  encuentren  bajo  la  medida  cautelar  de 
 arresto domiciliario, conforme las disposiciones jurisdiccionales. 

 TERCERA.-  El  Organismo  Técnico  del  Sistema  Nacional  de  Rehabilitación  Social  informará 
 periódicamente  al  Consejo  de  la  Judicatura  la  situación  de  disponibilidad  de  dispositivos  de 
 vigilancia  electrónica,  con  el  propósito  de  mantener  informados  a  las  y  los  jueces  que  son 
 encargados de disponer su uso como medida. 

 CUARTA.-  Las  y  los  jueces,  así  como  las  y  los  servidores  de  apoyo  jurisdiccional,  que  tengan 
 conocimiento  de  historias  clínicas,  certificados  médicos  o  demás  documentos  que  se 
 presenten  para  acreditar  condiciones  médicas  que  sean  susceptibles  de  análisis  para  el 
 otorgamiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  deberán  guardar  absoluta  reserva 
 de  la  información  y  datos  sensibles  de  las  personas  que  consten  en  dichos  documentos, 
 conforme lo previsto en la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales. 

 QUINTA.-  El  Ente  Rector  de  la  Política  Pública  de  Derechos  Humanos  coordinará  con  las 
 instituciones  u  órganos  públicos  o  privados  que  considere  pertinentes,  la  provisión  de  espacios 
 o  lugares  adecuados  para  el  cumplimiento  de  la  medida  cautelar  de  arresto  domiciliario,  en  los 
 casos  de  personas  que  no  cuenten  con  un  domicilio  personal  o  familiar,  conforme  lo  dispuesto 
 en la Sentencia Nro. 103-19-JH/21, de la Corte Constitucional. 

 DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

 ÚNICA.-  Deróguese  el  “  Reglamento  para  la  Implementación  de  la  Medida  Cautelar  de  Arresto 
 Domiciliario,  dispuesto  en  la  Sentencia  N°  103-19-JH/21  de  1  de  diciembre  de  2021,  de  la 
 Corte  Constitucional  del  Ecuador  ”,  contenido  en  la  Resolución  274-2022,  de  23  de  noviembre 
 de 2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura. 

 DISPOSICIONES FINALES 

 PRIMERA.-  La  ejecución  del  presente  Reglamento,  dentro  del  ámbito  de  sus  respectivas 
 competencias,  estará  a  cargo  de  la  Dirección  General;  Dirección  Nacional  de  Gestión  Procesal 
 y de las Direcciones Provinciales del Consejo de la Judicatura. 
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 SEGUNDA.-  La  presente  Resolución  entrará  en  vigencia  a  partir  de  la  fecha  de  su  aprobación, 
 sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial y en la página web institucional. 

 Notifíquese, publíquese y cúmplase. 

 Dada  en  el  Distrito  Metropolitano  de  Quito,  a  los  treinta  días  del  mes  de  septiembre  de  dos  mil 
 veintiséis. 

 Dra. Mercedes Johanna Caicedo Aldaz, PhD 
 Presidenta del Consejo de la Judicatura 

 Ms. Alfredo Juvenal Cuadros Añazco  Mgs. Damián Alberto Larco Guamán 
 Vocal del Consejo de la Judicatura  Vocal del Consejo de la Judicatura 

 CERTIFICO:  que,  el  Pleno  del  Consejo  de  la  Judicatura,  en  la  Sesión  Extraordinaria  Nro. 
 147-2026,  aprobó  esta  Resolución  por  unanimidad  de  los  presentes,  el  treinta  de  septiembre 
 de dos mil veintiséis. 

 Mgs. Marco Antonio Cárdenas Chum 
 Secretario General 

 del Consejo de la Judicatura 
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RESOLUCIÓN 209-2026 
 

EL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 178, inciso segundo de la Constitución de la República del Ecuador; así 

como, el artículo 254 del Código Orgánico de la Función Judicial disponen que el 
Consejo de la Judicatura es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y 
disciplina de la Función Judicial; 

 
Que los artículos 181, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador; y, 3 

del Código Orgánico de la Función Judicial, determinan que el Consejo de la 
Judicatura debe definir formular y ejecutar políticas públicas administrativas para 
el mejoramiento, modernización y transformación de la Función Judicial, para 
brindar un servicio de calidad de acuerdo a las necesidades de las usuarias y 
usuarios; 

 
Que el artículo 156 del Código Orgánico de la Función Judicial define la competencia 

como la medida de la potestad jurisdiccional distribuida por personas, territorio, 
materia y grados; 

 
Que el artículo 157del Código Orgánico de la Función Judicial, respecto a la 

competencia, prescribe: “(...) Excepcionalmente, y previo estudio técnico que 
justifique tal necesidad, el Consejo de la Judicatura podrá modificarla, únicamente 
en los casos de creación, traslado, fusión o supresión de salas de cortes, 
tribunales y juzgados (...)”; 

 
Que el artículo 264 del Código Orgánico de la Función Judicial determina que de 

acuerdo a las necesidades del servicio, al Pleno del Consejo de la Judicatura le 
corresponde: “(...) a) Crear, modificar o suprimir salas de las cortes provinciales, 
tribunales penales, juzgados de primer nivel y juzgados de paz; así como también 
establecer el número de jueces necesarios previo el informe técnico 
correspondiente. / b) Establecer o modificar la sede, modelo de gestión y precisar 
la competencia en que actuarán las salas de las cortes provinciales, tribunales 
penales, tribunales de lo contencioso administrativo y tributarios juezas y jueces 
de primer nivel (…) 10. Expedir, modificar, derogar e interpretar (…) los 
reglamentos, manuales, instructivos o resoluciones de régimen interno, con 
sujeción a la Constitución y la ley, para la organización, funcionamiento, 
responsabilidades, control y régimen disciplinario; particularmente para velar por la 
transparencia y eficiencia de la Función Judicial”; 
 

Que mediante Resolución 106-2012, de 04 de septiembre de 2012, el Pleno del 
Consejo de la Judicatura creó la Unidad Judicial Especializada Primera del 
Trabajo del cantón Quevedo, provincia de Los Ríos; y, mediante Resolución 
107-2012 de la misma fecha, creó la Unidad Judicial Especializada Primera Civil y 
Mercantil del cantón Quevedo, provincia de Los Ríos, reformadas 
administrativamente mediante Resoluciones 064-2013, 065-2013 y 131-2015, para 
fijar la denominación y la competencia territorial respecto de los cantones 
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Quevedo y Buena Fe; y, mediante Resolución 098-2024, de 17 de mayo de 2024, 
el Pleno del Consejo de la Judicatura creó la Unidad Judicial Multicompetente con 
sede en el cantón Buena Fe, provincia de Los Ríos; 

 
Que mediante Memorando Circular Nro. CJ-DNDMCSJ-2026-0302-MC, la Dirección 

Nacional de Innovación, Desarrollo y Mejora Continua del Servicio Judicial remitió 
a la Dirección Provincial de Los Ríos; y, a la Dirección Nacional de Gestión 
Procesal, el Informe Nro. DNDMCSJ-SNID-INF-2026-035, ambos de 21 de 
septiembre de 2026, referente a la “OPTIMIZACIÓN DE LA UNIDAD JUDICIAL 
CIVIL CON LA UNIDAD JUDICIAL LABORAL DEL CANTÓN QUEVEDO, 
PROVINCIA DE LOS RÍOS”, en el que recomendó la fusión por absorción, la 
ampliación de competencias en materia laboral a la judicatura Civil y la supresión 
de la Unidad Judicial de Trabajo de Quevedo; 

 
Que mediante Memorando Nro. CJ-DNGP-2026-7667-M, de 23 de septiembre de 2026, 

la Dirección Nacional de Gestión Procesal presentó el pronunciamiento técnico 
respecto de la carga procesal en trámite a corte de agosto de 2026, en el que se 
evidenció la desproporción operativa entre ambas judicaturas (143 causas en 
trámite en la Unidad Laboral, frente a 3.033 en la Unidad Civil); 

 
Que mediante Memorando Nro. DP12-2026-3823-M, de 23 de septiembre de 2026, la 

Dirección Provincial de Los Ríos trasladó los informes favorables de las Unidades 
Provinciales de Estudios Jurimétricos y Estadística Judicial, contenida en el 
Memorando Nro. DP12-EPJEJ-2026-0064-M; de Gestión Procesal contenida en el 
Memorando Nro. DP12-UPGP-2026-1199-M; y, Administrativa contenida en el 
Memorando Nro. DP12-UPA-2026-0717-M, ratificando la viabilidad técnica, 
procesal, de carga procesal y de infraestructura física para la integración de las 
dependencias judicial con sede en el cantón Quevedo; 

 
Que mediante Informe Nro. DNP-SSIG-IT-2026-024, de 29 de septiembre de 2026, la 

Dirección Nacional de Planificación determinó la viabilidad técnica y 
presupuestaria para la supresión de la Unidad Judicial de Trabajo y la ampliación 
de competencia en materia laboral a la Unidad Judicial Civil con sede en el cantón 
Quevedo, provincia de Los Ríos; 

 
Que mediante Memorando Nro. CJ-DNP-2026-1893-M, de 29 de septiembre de 2026, 

la Dirección Nacional de Planificación remitió a la Dirección General, el expediente 
consolidado y el proyecto de resolución respecto de la “OPTIMIZACIÓN DE LA 
UNIDAD JUDICIAL CIVIL CON LA UNIDAD JUDICIAL LABORAL DEL CANTÓN 
QUEVEDO, PROVINCIA DE LOS RÍOS”; 

 
Que el Pleno del Consejo de la Judicatura conoció el Memorando Nro. 

CJ-DG-2026-6859-M, de 29 de septiembre de 2026, suscrito por la Dirección 
General, quien remitió el Memorando Nro. CJ-DNP-2026-1893-M, de 29 de 
septiembre de 2026, mediante el cual adjuntó el Informe Nro. 
DNP-SSIG-IT-2026-024, de 29 de septiembre de 2026, suscritos por la Dirección 
Nacional de Planificación e Informe Técnico Nro. DNDMCSJ-SNID-INF-2026-035, 
de 21 de septiembre de 2026, suscrito por la Dirección Nacional de Innovación, 
Desarrollo y Mejora Continua del Servicio Judicial; así como, el informe de 
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viabilidad jurídica y el proyecto de resolución, emitido por la Dirección Nacional de 
Asesoría Jurídica mediante Memorando Circular Nro. CJ-DNJ-2026-0224-MC, de 
29 de septiembre de 2026, recomendando la aprobación de la presente 
resolución; y, 

 
En ejercicio de las atribuciones establecidas en los artículos 181 de la Constitución de la 
República del Ecuador; y 264, numerales 8 y 10 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, 
 

RESUELVE: 
 

SUPRIMIR LA UNIDAD JUDICIAL DE TRABAJO Y AMPLIAR LA COMPETENCIA A 
LA UNIDAD JUDICIAL CIVIL CON SEDE EN EL CANTÓN QUEVEDO, PROVINCIA DE 

LOS RÍOS 
 
Artículo 1.- Suprimir la Unidad Judicial de Trabajo con sede en el cantón Quevedo, 
provincia de Los Ríos. 
 
Artículo 2.- Ampliar la competencia a la Unidad Judicial Civil con sede en el cantón 
Quevedo, provincia de Los Ríos, a fin de que conozca y resuelva las causas en materia 
de trabajo, de conformidad a las disposiciones contenidas en el artículo 238 del Código 
Orgánico de la Función Judicial y en el Código del Trabajo. 
 

DISPOSICIÓN GENERAL 
 
ÚNICA.- Las y los servidores judiciales que prestan sus servicios en la Unidad Judicial de 
Trabajo con sede en el cantón Quevedo, provincia de Los Ríos, deberán sujetarse a las 
disposiciones administrativas que emita la Dirección Provincial de Los Ríos del Consejo 
de la Judicatura. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
PRIMERA.- En un término de quince días contados a partir de la publicación de la 
presente Resolución, las Direcciones Nacionales de Talento Humano, Gestión Procesal y 
Tecnologías de la Información y Comunicaciones (TICs) realizarán las reconfiguraciones 
informáticas en el sistema SATJE para habilitar la nueva materia laboral en la unidad 
receptora y gestionar la migración de la carga procesal. 
 
SEGUNDA.- La Dirección Nacional de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, 
procederá a realizar la migración de la carga procesal que se sustanciaba en la 
dependencia judicial suprimida, hacia la dependencia judicial activa que asumirá la 
competencia; luego de lo cual la Dirección Provincial de Los Ríos del Consejo de la 
Judicatura, en coordinación con la Dirección Nacional de Gestión Procesal, dentro del 
ámbito de sus competencias, en el término de veinte días contados a partir de la 
aprobación de la presente Resolución, analizarán la pertinencia de efectuar el proceso de 
reasignación de la carga procesal entre todos los Jueces de la unidad judicial activa 
tomando en cuenta los criterios de una distribución de causas de manera equitativa, 
igualitaria y aleatoria. 
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TERCERA.- La Dirección Provincial de Los Ríos del Consejo de la Judicatura, informará 
en el término máximo de quince días contados a partir de la aprobación de la presente 
Resolución a la ciudadanía y demás órganos vinculados con la administración de justicia 
sobre la supresión de la Unidad Judicial de Trabajo con sede en el cantón Quevedo y las 
nuevas competencias asignadas a la Unidad Judicial Civil con sede en el cantón 
Quevedo, provincia de Los Ríos. 
 

DISPOSICIÓN REFORMATORIA 
 
ÚNICA.- Sustituir el artículo 1 de la Resolución 107-2012 (modificada por la Resolución 
064-2013), por el siguiente texto: 
 

“Art. 1.- Cambiar la denominación de la dependencia judicial a Unidad Judicial Civil y 
Trabajo con sede en el cantón Quevedo, provincia de Los Ríos. Las juezas y jueces 
que integran esta Unidad Judicial serán competentes para conocer y resolver, en 
razón de la materia, lo siguiente: 
 

1. Civil y Mercantil, conforme a lo determinado en el artículo 240 del Código 
Orgánico de la Función Judicial y las normas procesales aplicables. 

2. Trabajo, conforme a lo determinado en el artículo 238 del Código Orgánico de 
la Función Judicial y el Código del Trabajo.  

3. Inquilinato y Relaciones Vecinales, de conformidad con lo determinado en el 
artículo 243 del Código Orgánico de la Función Judicial. 

4. Constitucional, conforme a las disposiciones comunes de garantías 
jurisdiccionales previstas en el Título III de la Constitución de la República y la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, sin 
perjuicio de que esta competencia se extinga una vez que entre en 
funcionamiento la Unidad Judicial Especializada de lo Constitucional en el 
cantón Quevedo.” 

 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

 
ÚNICA.- Derogar en su totalidad la Resolución 106-2012, de 04 de septiembre de 2012, 
mediante la cual se creó la Unidad Judicial Especializada Primera del Trabajo del cantón 
Quevedo, así como sus resoluciones reformatorias aplicables exclusivamente a dicha 
judicatura. 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
PRIMERA.- Las y los Jueces de la unidad suprimida que pasen a integrar la Unidad 
Judicial Civil y Trabajo con sede en el cantón Quevedo mantendrán su competencia para 
continuar conociendo y resolviendo los procesos judiciales que ya se encontraban bajo su 
conocimiento previo a la notificación de la presente Resolución. 
 
SEGUNDA.- La Dirección Provincial de Los Ríos del Consejo de la Judicatura, en 
coordinación con la Dirección Nacional de Comunicación Social, desarrollará e 
implementará el plan de difusión correspondiente para informar a la ciudadanía, usuarios 
del servicio y comunidad jurídica respecto del contenido y entrada en vigencia de la 
presente Resolución. 
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TERCERA.- La ejecución de la presente Resolución estará, dentro del ámbito de sus 
respectivas atribuciones y responsabilidades, a cargo de la Dirección General, de las 
Direcciones Nacionales de Planificación, Tecnologías de la Información y 
Comunicaciones (TICs), Gestión Procesal, Talento Humano, Comunicación Social; y, de 
la Dirección Provincial de Los Ríos del Consejo de la Judicatura. 
 
CUARTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su aprobación, sin 
perjuicio de su publicación en Registro Oficial. 
 
Notifíquese, publíquese y cúmplase. 
 
Dada en el Distrito Metropolitano de Quito, a los treinta días del mes de septiembre de 
dos mil veintiséis. 
 
 
 
 
 

Dra. Mercedes Johanna Caicedo Aldaz, PhD 
Presidenta del Consejo de la Judicatura 

 
 
 
 

Ms. Alfredo Juvenal Cuadros Añazco 
Vocal del Consejo de la Judicatura 

 
 
 
 

Mgs. Damián Alberto Larco Guamán 
Vocal del Consejo de la Judicatura 

 
CERTIFICO: que, el Pleno del Consejo de la Judicatura, en la Sesión Extraordinaria Nro. 
147-2026, aprobó esta Resolución por unanimidad de los presentes, el treinta de 
septiembre de dos mil veintiséis. 
 
 
 
 
 

Mgs. Marco Antonio Cárdenas Chum 
Secretario General 

del Consejo de la Judicatura 
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